
SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia si el interesado acude directamente a la tutela sin darle previamente oportunidad a la autoridad judicial de pronunciarse sobre la actuación criticada
“Se tiene aquí que frente a cada uno de los correos electrónicos que el interesado ha remitió a la dirección virtual del despacho judicial accionado, sobre los que dice que no ha obtenido respuesta, nada le ha pedido expresamente al Juzgado, esto es, ha obviado pedir explicación del porqué no le acepta esa forma de intervención, de manera que obligue un pronunciamiento explícito del funcionario sobre el particular.”
COSA JUZGADA/ Improsperidad de la acción de tutela que tiene identidad de partes, pretensiones y hechos con una anterior 

“De esa lectura se desprende que la denuncia radica en la misma situación fáctica que se trae ahora a colación y, por consiguiente, como no se advierte aquí un hecho diferenciador de peso, que permitiera abordar el asunto desde otra óptica, sin mucho que trasegar se concluye que la acción resulta abiertamente improcedente y así se declarará.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 9 de junio de 2016 -rad. 66001-22-13-000-2016-00497-00-.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio veintinueve de dos mil dieciséis 
Expedientes: 66001-22-13-000-2016-00689-00

  66001-22-13-000-2016-00691-00
Acta N° 360 de julio 29 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local y la Defensoría del Pueblo, Regional Caldas, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda, el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local y la Defensoría del Pueblo de Caldas, por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide, por tanto, que se ordene a la funcionaria accionada “DAR TRAMITE a mi recurso presentado via electrónica y dar IMPULSO OFICIOSO DE MANERA INMEDIATA MI ACCION TAL COMO SE LO ORDENA LOS ARTS 5, 22 Y 84 LEY 472 DE 1998 (sic)…”; que aporte copia de las tutelas a las acciones populares; “…se escanee copia de mi tutela y del fallo a mi correo electrónico… y se me brinden copias físicas de todo lo actuado… Se tramite mi peticion contra la Defensora del Pueblo de Caldas, para determinar si posiblemente viola ley 734 de 2002 al negarse a impetrar tutelas a mi nombre y se le ordene cumpla su función deber… Se  ordene a la tutelada, que se abstenga de dilatar con su RENUENCIA EL TRAMITE PREFERENTE Y EL IMPULSO OFICIOSO … SE ORDENE TRAMITAR MI RECURSO ENVIADO VIA ELECTRONICA, TAL COMO LO PERMITE LA LEY (sic)”.
  



Dijo en sus escritos que actúa en su propia representación, como quiera que la Defensoría del Pueblo en Manizales (Caldas), se niega a presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo de manera verbal y escrita, por lo que incumple su deber función. 

   



Además, que presentó acciones populares que quedaron radicadas en el despacho accionado con los números “2015-526”  y “2015-525”, en las que envió memoriales por correo electrónico, solicitando celeridad; el Juzgado se niega a dar trámite a sus recursos presentados por tal medio, cuando tal clase de acciones son de impulso oficioso, célere y se facilita presentarlos por tal medio electrónico como lo contemplan el CPACA y el CGP, entre otras normas.

 



Con los libelos se anexaron copias de lo enviado por el interesado al correo del juzgado (f. 2, 5).

Se dispuso dar trámite acumulado a las peticiones y fueron vinculados el agente del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo de Risaralda. Se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa y se le pidió al despacho judicial demandado la remisión de copias de las diligencias relacionadas con el tema cuestionado. 
La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. 
Por su parte, el Juzgado precisó la situación que se da frente al uso del correo electrónico y aclaró que también por escrito el demandante ha presentados sus solicitudes al despacho. 
La Defensoría del Pueblo de Caldas envió un escrito en el que destaca el abuso del accionante de la acción de tutela y su temeridad en la proposición de varias pretensiones similares en su contra. 
  



CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que el juzgado no atienda las solicitudes que envía por correo electrónico.
Halla la Sala que la inconformidad que pone de presente el accionante, se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Se tiene aquí que frente a cada uno de los correos electrónicos que el interesado ha remitió a la dirección virtual del despacho judicial accionado, sobre los que dice que no ha obtenido respuesta, nada le ha pedido expresamente al Juzgado, esto es, ha obviado pedir explicación del porqué no le acepta esa forma de intervención, de manera que obligue un pronunciamiento explícito del funcionario sobre el particular. 

  



Solo a partir de allí, podría empezar a analizarse si la aparente omisión del despacho resulta lesiva de los derechos fundamentales del accionante. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe al criterio del funcionario que conoce del asunto que, por demás, podría ser susceptible de recursos dentro del trámite normal de la acción popular.  
  



Ahora, en lo que tiene que ver con la queja frente a la Defensoría del Pueblo, Regional (Caldas), y toda vez que no son pocas las demandas de tutela promovidas por el mismo interesado frente a diversos despachos judiciales de este Distrito Judicial, conocidas por la Sala, en las que involucra a esta misma entidad por los mismos hechos e iguales pretensiones que acá se consignan, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia se ha ocupado del tema y en reciente oportunidad sobre el particular, en la que trae a colación pronunciamientos anteriores, indicó:

                      “Establece el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que «cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes».
  

La Corporación, frente al tema, viene señalando que, 

                                   (…) la acción de tutela está sujeta al principio de la unicidad de su promoción, que prohíbe que la idéntica queja constitucional sea presentada en varias oportunidades y por la misma persona o su representante, o que su reiterada invocación se realice sin motivo expresamente justificado; precepto que tipifica una forma de temeridad en esta materia y que conlleva a examinar si la nueva protección es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como de las partes, sin importar que tengan algunas diferencias incidentales; y por último, si la repetición del amparo obedece a motivo justificado, como sería, por ejemplo, la ocurrencia de sucesos nuevos (CSJ, STC 21 oct. 2009, rad. 01841-00, citada en STC16579-2015, 2 dic., rad. 00442-01).

 

Respecto de esa figura jurídica se ha explicado que, 

 


(…) la temeridad relacionada en la norma antes citada, conlleva a examinar si la nueva acción es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como las partes accionante y accionada, no importa que tengan algunas diferencias incidentales (CSJ STC, 31 de jul. 2014, rad. 01590-00, reiterada en STC13601-2015, 10 oct., rad. 02281-00).

  

La situación descrita se presenta en este caso, pues, en la sentencia STC1602 de 11 de febrero de 2016, radicado 00608-01, entre otras, la Sala estudió un resguardo del mismo demandante Javier Elías Arias Idárraga, porque «la Defensoría del Pueblo se ha negado (…) a cumplir con su (…) deber de impetrar tutelas a [su] nombre», con lo cual dijo transgredirse «los derechos al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia», concluyéndose que no podía progresar debido a 

   


(…) la ausencia de evidencia probatoria que permita colegir lesión de prerrogativas fundamentales por parte de la Defensoría del Pueblo, pues no obra en el plenario material de convicción del cual se desprenda que esa entidad menoscabó las garantías invocadas o se negó a formular demandas constitucionales a petición del aquí solicitante (STC15201-2015, reiterada 11 feb. 2016, rad. STC1602-2016).

En este asunto, como en aquél, se invoca «el debido proceso», presuntamente afrentado con la negativa de aquella entidad de interponer tutelas a nombre del interesado. Por ende, el conflicto y los presupuestos fácticos son idénticos. 

Entonces, ante la coincidencia en sujetos procesales, hechos y derechos, la salvaguarda resulta temeraria de manera parcial, es decir, únicamente en lo referente a la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, toda vez que simplemente replantea un tema que previamente había sido sometido al escrutinio de la jurisdicción constitucional.”
  


  



De esa lectura se desprende que la denuncia radica en la misma situación fáctica que se trae ahora a colación y, por consiguiente, como no se advierte aquí un hecho diferenciador de peso, que permitiera abordar el asunto desde otra óptica, sin mucho que trasegar se concluye que la acción resulta abiertamente improcedente y así se declarará. 

 



Con referencia a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. A su costa, se ordenará expedir las copias solicitadas. 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte, vulneración alguna frente a los derechos invocados.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, DECLARA IMPROCEDENTE la protección reclamada contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local y la Defensoría del Pueblo, Regional Caldas.

Se absuelve a las entidades vinculadas de oficio al asunto.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA

� CSJ, SCC, acción de tutela, radicación 66001-22-13-000-2016-00497-00, exp. STC7600-2016; sentencia del 9 de junio de 2016; MP Fernando Giraldo Gutiérrez
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